Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está abierto el acto. 
(Es la hora 13 y 37 minutos) 


La Comisión de Salud Pública del Senado tiene el agrado de recibir al doctor Gonzalo Aguirre 
quien, a pedido del que habla, ha venido a expresar su opinión sobre el proyecto de ley de 
descentralización de la Administración de los Servicios de Salud del Estado. En especial, queremos 
que dé su opinión  -pero no sólo sobre ese punto- con relación a las implicancias que tendría la ley, 
en virtud de la forma jurídica que asume este nuevo servicio descentralizado. 


Por lo tanto, le cedemos el uso de la palabra al doctor Aguirre. 


SEÑOR AGUIRRE.- En primer lugar, agradezco al señor Presidente y a todos los integrantes de la 
Comisión el haberme invitado a expresar mi opinión sobre este proyecto de ley que pretende crear un 
nuevo servicio descentralizado. Naturalmente, la opinión que emitiré será desde el punto de vista 
jurídico y no haré valoraciones de otro orden, que en esta oportunidad no corresponden. 


Entrando en materia, debo decir que no me referiré a los artículos 1? y 2? porque tienen que 
ver con cuestiones de orden general y son correctos. En cambio, a partir del artículo 3” y hasta el 6*, 
en todo lo que -sin nominarlo como Capítulo- se regula bajo el título de “Competencia, cometidos y 
atribuciones”, hay que hacer algunas consideraciones de carácter general porque, a mi juicio, el texto 
del proyecto de ley incurre en reiterada confusión entre los cometidos, la competencia -que es un 
concepto genérico- y las atribuciones. 


Todo ello puede llegar a tener gran importancia práctica si el proyecto se aprobara 
conservando la redacción de estas disposiciones, porque al ser confusas las normas que delimitan la 
competencia, se corre el riesgo de que las futuras autoridades de este organismo incurran en el vicio 
de la incompetencia, que es uno de los más graves en el campo del Derecho Público y que determina 
la nulidad de los actos que se dictan por un órgano que es eventualmente incompetente. Por ello, me 
parece obvio -porque este es un campo eminentemente técnico del Derecho Público y de la teoría 
general del Derecho Administrativo- realizar algunas precisiones sobre estos conceptos, para que 
figuren en la versión taquigráfica y de modo que queden claros. 


El concepto típico de la competencia en el Derecho Público es análogo al de la capacidad en 
el Derecho Privado. La capacidad determina los límites en que se pueden mover legítimamente las 
personas físicas, los privados, para actuar con consecuencias jurídicas, disponer de sus bienes, 
comprar, contratar, vender, etcétera. La competencia ocupa el lugar de la capacidad en el Derecho 
Privado; cuando no se tiene competencia no es legítimo, no es arreglado a Derecho el accionar 
mediante actos jurídicos de las personas jurídicas del Estado y de los órganos que expresan la 
voluntad de esas personas jurídicas. 


En un trabajo de hace ya unos cuantos años, había definido el concepto de competencia de 
esta manera: es el derecho que la Constitución o la ley asignan a un órgano estatal para que éste 
entienda en una materia o asunto determinado. Sayagués Lasso, con su formidable capacidad de 
síntesis y en su difícil lenguaje fácil nacido de sus grandes conocimientos, decía, en una fórmula que 
más sencilla no puede ser y más fácil de comprender tampoco, que la competencia es la aptitud de 
obrar de las personas públicas y sus órganos. Ahora bien, luego enseñaba que había tres límites o 
áreas en que se manejaba el concepto de la competencia: la materia, es decir, sobre qué clase de 
asuntos puede actuar el órgano; las atribuciones, o sea, qué poderes jurídicos puede poner en 
funcionamiento para ejercer la competencia y, por último, el límite territorial, porque hay órganos que 
son competentes dentro de determinadas circunscripciones y otros lo son en el área nacional. 


En nuestro país, un caso típico son los Gobiernos Departamentales, ya que no pueden dictar 
actos que tengan efecto fuera de los límites de sus departamentos. En cambio, el Gobierno Nacional y 
todas las llamadas empresas públicas, Entes Autónomos y Servicios Descentralizados, son servicios 
nacionales, así que los límites de su competencia son los mismos que los del país; pero es 
fundamental delimitar la materia en que va a actuar el órgano de que se trate y mediante qué poderes 
jurídicos lo va a hacer. 


Esos conceptos de materia y de poderes jurídicos se corresponden con lo que la doctrina 
llama cometidos y con lo que comúnmente se denomina atribuciones. Asimismo, muchos también lo 
llaman competencias, lo cual trae una confusión sobre el concepto de competencia. Los cometidos - 
como enseñaba Sayagués Lasso- son las distintas actividades o tareas que el Derecho pone a cargo o 
asigna a las entidades públicas. Algunos ejemplos van a clarificar el concepto. El cometido básico del 
Ministerio del Interior es mantener el orden público y la seguridad, y el del Ministerio de Economía y 
Finanzas -como lo sabe el ex-Ministro- es recaudar las rentas del Estado y darles el destino 
especificado o autorizado en las leyes presupuestales. Para referirmos a una empresa pública, 
pongamos como ejemplo a ANCAP, cuyo cometido básico es importar, refinar y vender el petróleo 
crudo. Por su parte, el cometido del INAU es cuidar y tratar de rehabilitar, para insertarlos en la 
sociedad, a los menores que están en estado de riesgo o que no pueden ser atendidos por sus 
familias, en caso de que las tengan. 


De esta limitación precisa de lo que es el cometido surge una consecuencia muy importante, 
de rango constitucional -artículo 190 de la Constitución de la República- que es el alcance del principio 
de especialidad, cuya vulneración determina la nulidad de lo actuado por incompetencia. El artículo 
190 de la Constitución expresa: “Los Entes Autónomos y los Servicios Descentralizados no podrán 
realizar negocios extraños al giro” -es decir, a sus cometidos- “que preceptivamente les asignen las 
leyes, ni disponer de sus recursos para fines ajenos a sus actividades normales”. 


Si vamos al articulado de este proyecto, más allá de su mala o confusa formulación, es 
evidente que el cometido del servicio que se aspira a crear con cierto grado de descentralización es la 
atención de la salud, por medio de los servicios que actualmente forman parte de la estructura orgánica 
que brinda, como servicio desconcentrado, el Ministerio de Salud Pública. Entonces, el cometido del 
servicio que se aspira a creares la Administración de los Servicios de Salud del Estado. 


Las atribuciones, por el contrario, son poderes jurídicos concretos, como por ejemplo, 
designar funcionarios, percibir impuestos, celebrar contratos, etcétera. En líneas generales, todos los 
órganos tienen, más o menos, los mismos poderes jurídicos; pero cuando se enuncian las atribuciones 
hay que referirlas a un órgano determinado, es decir, determinar cuál es el órgano que ejerce el poder 
jurídico de designar, trasladar, destituir o ascender a un funcionario. Normalmente, en las leyes que 
crean nuevos organismos -leyes orgánicas- luego de otorgárseles la personería jurídica y de definir o 
establecer claramente sus cometidos, corresponde asignar los poderes jurídicos al órgano jerarca del 
servicio, que en este caso, como no puede ser de otra manera, será el Directorio. 


Por lo tanto, la materia o cometido determina genéricamente los asuntos comprendidos en la 
competencia, mientras que las atribuciones fijan, concretamente, caso a caso los poderes jurídicos 
comprendidos en la competencia. De esto resulta que hay una relación de medio a fin entre las 
atribuciones y los cometidos. Unas y otros delimitan las competencias de los órganos, y si se actúa 
respecto de materia ajena a la competencia y ejerciendo poderes jurídicos que no corresponden al 
órgano jerárquico, se incurrirá en el vicio de incompetencia. 


Es por ello que entiendo muy importantes las aclaraciones de carácter general que he hecho, 
porque formuladas éstas, si se lee bajo el título “Competencias, cometidos y atribuciones” que el 
artículo 3% dice “Corresponde a la Administración de los Servicios de Salud del Estado” y hay tres 
numerales, corresponde preguntarse: ¿de qué se trata? ¿Son cometidos o atribuciones? 


Más adelante, el artículo 4% dice: “A tales fines, le compete específicamente:” -en forma 
reiterativa- “1? Ejercer los cometidos y atribuciones que en materia de asistencia eran confiados hasta 
ahora al Ministerio de Salud Pública”, etcétera. Por su parte, el artículo 5% expresa: “Son cometidos de 
la Administración de los Servicios de Salud del Estado:”, y el artículo 6* dice: “Son atribuciones de la 
Administración de los Servicios de Salud del Estado:”. 


Luego, el artículo 9% expresa: “Corresponde al Directorio:” y aquí es donde específicamente se 
enuncian las atribuciones del Ente o Servicio que se aspira a crear, de las cuales, como no podía ser 
de otra manera, el titular es el Directorio. 


Voy a formular algunas observaciones de carácter concreto. 


Creo que los cometidos están enunciados en los numerales 1% y 2” del artículo 3". Esta 
disposición debiera decir: “Son cometidos de la Administración de los Servicios de Salud del Estado” y 


seguir con los numerales 1* y 2* en los términos en los que están redactados. No obstante me parece 
que no corresponde el numeral 3%, porque refiere a una entidad u órgano -no sé qué caracterización 
jurídica darle- que aún no existe. Es público y notorio que una directiva política del actual Gobierno es 
llegar a implementar o crear un Sistema Nacional de Salud, pero desde el momento en que aún no 
existe, decir que el nuevo Servicio forma parte del Sistema Nacional de Salud, parece que no 
corresponde. 


El artículo 5%, que de acuerdo con la letra del proyecto es el que establece los cometidos, en 
realidad no lo hace, porque no fija tareas o actividades de determinada naturaleza que tendrá que 
cumplir el nuevo Servicio, sino que establece formas o criterios de actuación para la mejor ejecución de 
los cometidos. 


Lo mismo cabe decir de la mayoría de los numerales del artículo 4”, a partir del 3%. Además, el 
numeral 1* del artículo 4* es reiterativo del numeral 1* del artículo 3%; aunque sus redacciones no sean 
exactas, dicen prácticamente lo mismo: que el servicio a crearse va a actuar en el área de la 
competencia que tiene actualmente ASSE como Servicio Descentralizado del Ministerio. 


El artículo 6%, que habla de las atribuciones, es el que técnicamente resulta más incorrecto, 
porque la gran mayoría de los puntos que enumera no son poderes jurídicos concretos -como sí lo son 
los enunciados en el artículo 9%, como ya dije- sino formas o criterios de actuación. Es decir que se 
vuelve a lo mismo que estaba enunciado en el artículo 5%, aunque con referencias distintas. No ocurre 
lo mismo con el numeral 13%, que sí es un poder jurídico concreto, o atribución, porque dice: “Aprobar 
su presupuesto, ordenar gastos o inversiones en relación con las disposiciones vigentes”. No obstante 
ello, debo decir que este numeral, tal como está redactado, es inconstitucional, porque la aprobación 
del Presupuesto no es competencia de los Servicios Descentralizados cuando éstos no son de 
naturaleza industrial o comercial -como no lo sería este- sino que de acuerdo con el artículo 220 de la 
Constitución, la aprobación del Presupuesto le corresponde, por ley, al Poder Legislativo. 


En el artículo 9* sí se establecen las atribuciones que corresponden o que se cometen al 
Directorio. A mi juicio este artículo es correcto, aunque en lugar de “Corresponde al Directorio” debería 
decir “Son atribuciones del Directorio”, pues a continuación se enumeran una serie de poderes jurídicos 
concretos. Aquí se pone en evidencia el error cometido en el numeral 13* del artículo 6% porque, como 
corresponde constitucionalmente, el artículo 9% en su literal f) dice: “Proyectar el Presupuesto del 
Organismo, el que será elevado al Poder Ejecutivo y al Tribunal de Cuentas de la República a los 
efectos dispuestos por el artículo 220 de la Constitución de la República.” 


Quiero hacer una precisión sobre la inconveniencia del literal g) del artículo 9”, a la luz de la 
experiencia que con un poder jurídico de la misma naturaleza ha tenido OSE desde siempre, y creo 
que también AFE, aunque si no me equivoco allí el problema se corrigió. La Ley Orgánica N* 11.907, 
de 19 de diciembre de 1952, en uno de los literales de su artículo 11, le comete al Directorio de OSE 
una atribución idéntica a esta -aunque no sé si con la misma redacción- por la que, para designar un 
funcionario, para ascenderlo y hasta para destituirlo, requiere la aprobación del Poder Ejecutivo. ¿Qué 
ha traído esto como consecuencia en la práctica? En primer lugar, que el organismo tenga una enorme 
cantidad de funcionarios contratados -lo que es absolutamente inconveniente porque se trata de una 
situación irregular- que no tienen claros los derechos que les asisten, y ni siquiera si tienen derecho a 
una carrera administrativa, aunque en los hechos ésta se vaya desarrollando. Sin embargo, el día que 
son cesados o destituidos viene la discusión en el Tribunal de lo Contencioso Administrativo con dos 
bibliotecas sobre cuál es el alcance de los derechos de los funcionarios contratados. 


Además para ascender a un funcionario, cada vez que hay una vacante, hay que hacer un 
trámite donde el expediente o la propuesta del Poder Ejecutivo pasa a dictamen del Ministerio que 
ejerce la tutela administrativa -en este caso, el de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente- 
luego por sus oficinas jurídicas, después va a la Oficina Nacional del Servicio Civil -no sé si a la Oficina 
de Planeamiento y Presupuesto- y la demora puede llegar a un año. 


Entonces, ¿cuál ha sido la consecuencia? La consecuencia ha sido que en la OSE -no sé si 
en otros organismos- casi todos los funcionarios van ascendiendo en base a encargaturas interinas de 
funciones que, en algunos casos, desempeñan durante siete u ocho años. Actualmente, estoy 
defendiendo ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, a un funcionario cuya encargatura de 
funciones como Gerente de Recursos Humanos de nueve años de antigúedad, fue dejada sin efecto 
por el actual Directorio. No voy a decir -porque no corresponde- si se hizo o no con arreglo a Derecho; 
pero la imposibilidad práctica, material, la lentitud de los trámites para lograr el acto de designación o 


de ascenso por parte del Poder Ejecutivo, es lo que trae toda esta situación confusa e inconveniente 
para el organismo y para los funcionarios desde el punto de vista administrativo. 


A la luz de esta experiencia, me parece absolutamente inconveniente esta disposición 
jurídicamente incorrecta. Si bien es cierto que el alcance de los poderes que se transfieren de la 
Administración Central a un Servicio Descentralizado, que no llega a ser autónomo, depende de la ley 
de creación, y el “quantum” de la descentralización depende de cuántos poderes de administración 
activa se transfieren y cuán intensos son los controles que retiene el Poder Ejecutivo sobre el órgano 
descentralizado, se ha demostrado que la atribución de este poder al Poder Ejecutivo, en la práctica, 
no funciona como un mecanismo de contralor sino de desorganización de la función administrativa y 
del manejo o de la administración del personal del organismo. 


Hechas todas estas consideraciones sobre los artículos 3% a 6* y 9* del proyecto de ley, voy a 
pasar a otro aspecto, que es de muchísima importancia. Me refiero al artículo 7”, que alude a la 
integración del Directorio, que tiene una peculiaridad sobre las normas análogas de las leyes orgánicas 
de los Entes Autónomos y de los Servicios Descentralizados, en la medida en que de los cinco 
miembros que integrarían el Directorio, tres serían designados por el Poder Ejecutivo de acuerdo con el 
mecanismo habitual del artículo 187 de la Constitución -de éstos, uno de ellos a propuesta del 
Ministerio de Salud Pública, que lo presidirá el Directorio, lo que parece correcto- y habría un 
representante de los usuarios y otro de los funcionarios de ASSE, los que serán elegidos mediante el 
procedimiento que asegure la selección democrática del representante respectivo, procedimiento que 
la disposición no dice cuál será. Es decir que si no interpreto mal el artículo, tres miembros serían 
designados de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 187 de la Constitución, y respecto a los otros 
dos, parecería -porque el artículo no es claro en su redacción- que no serían designados de acuerdo 
con el artículo 187 de la Constitución, sino que sería un representante de los usuarios y otro de los 
funcionarios de ASSE. 


Esto obliga a consultar la Constitución para ver qué autoriza en materia de integración de los 
cuerpos directivos de los Entes Autónomos y de los Servicios Descentralizados. En los Servicios 
Descentralizados, por excepción, la autoridad puede no ser pluripersonal, porque la ley, por dos tercios 
de votos del total de componentes de cada Cámara, puede autorizar que un Servicio Descentralizado 
esté dirigido por un Director General, órgano unipersonal que también debe ser designado de acuerdo 
con el procedimiento del artículo 187. Ahora bien, el artículo 187 de la Constitución prevé la 
designación de los miembros que no son de carácter electivo, que es la regla general en nuestra 
administración autónoma. Este artículo comienza diciendo: “Los miembros de los Directorios y los 
Directores Generales que no sean de carácter electivo”, y luego establece el conocido procedimiento 
para designar a esos titulares de esos órganos. De modo tal que la regla de principio general es que 
los miembros no son electivos y se designan en la forma que tradicionalmente establece el artículo 187 
de la Constitución. Pero hay una tercera posibilidad, que figura en el último inciso del artículo 187, que 
consiste en que la ley, por tres quintos de votos del total de componentes de cada Cámara, establezca 
otro sistema de designación. En consecuencia, a mi juicio, respecto del representante de los usuarios y 
respecto del representante de los funcionarios de ASSE, o bien la ley establece por la mayoría especial 
del artículo 187 un sistema especial de designación -lo cual no excluye que intervengan, como cuerpos 
designantes, los usuarios y los funcionarios de ASSE- o bien se establece con claridad que son de 
carácter electivo, en cuyo caso la ley tiene que determinar cómo se integra el cuerpo electoral y cómo 
se realiza la elección, que necesariamente deberá estar bajo control de la Corte Electoral, a cuyos 
efectos hay que establecer un padrón de electores, como en toda elección. Esto parece relativamente 
sencillo si el cuerpo electoral son los funcionarios de ASSE, pero es tremendamente difícil si el cuerpo 
electoral son los usuarios, por su carácter multitudinario y porque además el carácter de usuario en 
algunos casos es manifiesto y en otros eventual, dado que una persona que hoy se atiende en el 
sistema mutual, por razones económicas o por cualesquiera otras, puede pasar mañana a ser usuario 
de ASSE o de este nuevo Servicio Descentralizado. 


Entonces, sin oponerme a lo que propone el artículo, porque es una decisión política en la que 
no voy a ingresar, advierto que la norma por lo menos debiera decir claramente si el procedimiento es 
la elección o es otro, en cuyo caso deberá ser votado por tres quintos del total de componentes de 
cada Cámara, y en caso de que el procedimiento sea la elección, no diferirlo a la reglamentación 
porque, evidentemente, es materia legal. 


Con esto termino mi comentario del artículo 7*. 


Paso a comentar el artículo 12, que se refiere a la forma de adoptar decisiones por el 
Directorio y al quórum para sesionar. 


Comienza diciendo que podrá sesionar con tres de sus miembros, lo que es de estilo y de 
orden, es decir, con la mayoría absoluta, la mitad más uno de los miembros, regla que por supuesto no 
merece ninguna objeción ni comentario; pero luego se realiza un agregado que es bastante original y 
preocupante. 


Se establece que en las materias comprendidas en los artículos 4%, 5% y 6% -que son 
prácticamente todas- las resoluciones deberán tomarse por mayoría absoluta de sus componentes, lo 
que también es habitual cuando las materias son importantes. Es decir que en este caso no se podría 
adoptar resolución sobre esas materias por dos de los miembros si se está sesionando con tres; pero 
de inmediato agrega: “incluyendo el voto conforme del Presidente del organismo o quien ejerza dichas 
funciones. De no obtenerse ésta, el Presidente o quien ocupe sus funciones podrá adoptar resolución, 
la que deberá ser ratificada por el Poder Ejecutivo”. 


Me parece que aquí hay algo que no es de orden y rechina con los principios generales del 
funcionamiento de los órganos pluripersonales. Parece ser que lo que se quiere es asegurar que el 
Presidente del organismo -persona de confianza del Poder Ejecutivo y sobre todo del Ministro de Salud 
Pública, que es quien lo propone al Poder Ejecutivo para presidir el organismo- mande más que la 
mayoría del Directorio, porque ocurre que cuando está en discordancia, es decir, cuando queda en 
minoría en la votación, puede igualmente decidir por sí con el sólo requisito de la ratificación por el 
Poder Ejecutivo. 


Esto me hace acordar una anécdota, que me hicieron hace poco tiempo, sobre el famoso 
Presidente de los Estados Unidos, Abraham Lincoln, que en plena guerra civil, en la que no le iba muy 
bien y no andaba de buen talante, convocó a cuatro de sus Ministros y los consultó sobre determinado 
asunto. Ellos opinaron en contra del criterio del Presidente, quien les dijo: “No esperaba esta respuesta 
de ustedes, pero muy bien, el asunto queda resuelto por un voto contra cuatro”. Esto puede suceder 
cuando se trata de un Presidente de un país republicano, pero no en un organismo de este carácter. 


Me parece que si lo que se pretende es dar tanto poder al Presidente por encima del 
Directorio, el órgano jerarca debería ser unipersonal, con un Director General. Hasta ahora esto nunca 
se ha hecho, pero de lo contrario, los otros Directores quedarían en una situación bastante desairada si 
cada vez que toman una resolución por mayoría, el Presidente no la considera válida y lleva al 
proyecto al Presidente de la República para que lo firme. De esta manera los miembros del Directorio 
no tendrían ninguna autoridad. Puede ser que la primera vez que esto ocurra lo toleren, pero 
seguramente la segunda, renuncien y se retiren, ya que sólo estarían decorando un organismo 
importante, dados los cometidos que se le van a asignar. No parece lógico que esa sea la manera de 
funcionamiento más adecuada. 


Además, esto va a arrojar otro tipo de problemas jurídicos, delicados, que hay que prever. 
Supongamos que se lleva un asunto a resolución del Directorio, figura en su orden del día, se vota y el 
Presidente queda en minoría. Entonces, no habría resolución válida, pero el Presidente decide de 
todas maneras y sólo faltaría la resolución del Poder Ejecutivo para que el acto estuviera en 
condiciones de ser ejecutado, para que haya un acto perfecto, como se dice en la jerga técnica del 
Derecho Administrativo. Ahora bien, ¿es un acto sujeto a aprobación del Poder Ejecutivo? ¿Es un acto 
complejo? 


Esto es muy importante, porque el régimen de recurribilidad depende de la clase de acto que 
sea y de cuándo se conforme la voluntad del órgano. 


En ese sentido puede haber graves problemas. ¿Cómo se recurre un acto de esta naturaleza? 
¿Es un acto que se imputa al servicio descentralizado, en cuyo caso sería impugnable con el recurso 
de revocación y, subsidiariamente, el de anulación ante el Poder Ejecutivo? Si fuera un acto del Poder 
Ejecutivo, debería impugnarse únicamente con el recurso de revocación. El error en la forma de 
impugnación puede determinar que un particular, lesionado por un acto de este organismo, quede 
jurídicamente desamparado, no pudiendo luego, agotada la vía administrativa, llegar al Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo. 


Esta es una cuestión técnica sobre la cual no me animo a definirme en este momento, pero 
quiero advertir que si el artículo 12 queda tal como está, en la práctica pueden surgir problemas 
jurídicos de este tipo, que pueden ser muy delicados. Si se quisiera mantener esta preeminencia del 
Presidente y la pluripersonalidad del órgano -por tratarse de un órgano no unipersonal- en ese 
supuesto habría que determinar claramente a quién se le imputa el acto. Puede ser un acto del Poder 
Ejecutivo que retiene el poder jurídico pero que, en ese caso, actúa a propuesta del Presidente del 
Servicio Descentralizado; o también puede ser un acto sujeto a la aprobación del Poder Ejecutivo, en 
cuyo caso, de acuerdo con el artículo 36 del decreto-ley orgánico del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, se imputa al órgano que actuó en primera instancia. Ese es el acto que se debe 
impugnar, tanto administrativa como jurisdiccionalmente. Por tanto, son todos problemas técnicos 
complicados que surgen de esta redacción -a mi juicio no demasiado meditada- y me parece mi deber 
advertirlo a la Comisión. 


Por último, quiero hacer un comentario sobre el artículo 19, que refiere al poder expropiatorio 
o, más bien, a la declaración de utilidad pública de todos los bienes comprendidos en lo dispuesto por 
el artículo 4% de la Ley N* 3.958, que es la ley madre en materia de expropiaciones. Para evitar que 
cada vez que hubiera que expropiar un bien, para cumplir con el requisito constitucional se tuviera que 
dictar una norma expresa, esta ley estableció una larga lista de categorías de bienes que son 
expropiables. Como ejemplo, podemos mencionar el tendido de líneas eléctricas, el ensanchamiento o 
ampliación de ciudades, el trazado de caminos, vías públicas, carreteras, obras de saneamiento, 
etcétera; pero con referencia concreta a la salud pública, leí el artículo 4% de la Ley N* 3.958 y encontré 
únicamente el numeral 6%, que dice que es de necesidad o utilidad pública la expropiación de los 
inmuebles necesarios para la instalación o ampliación de los servicios de la asistencia pública nacional 
-llamo la atención sobre el hecho de que en aquella época todavía no existía el Ministerio de Salud 
Pública- mencionando entre paréntesis la ley del 20 de julio de 1914; en este sentido, me parece que 
habría que consultar directamente el texto de dicha ley para ver concretamente qué es lo que dice, ya 
que en lo personal no he tenido tiempo para hacerlo. 


En realidad, lo que me preocupa de esta disposición tal como está redactada, es que no 
aclara cuál sería el órgano expropiante. ¿Sería este servicio público o social -tal como establece la 
clasificación de Sayagués- o descentralizado o, como es habitual, esto se llevaría a cabo por el Poder 
Ejecutivo? ¿Quién hace el acto administrativo de designación del bien a expropiarse y posteriormente 
realiza la tasación que se notifica a la persona que resultaría expropiada? Este es un aspecto, pero por 
otro lado, da la impresión de que es de tal generalidad la disposición cuando habla de “los bienes 
necesarios para el cumplimiento de esta ley”, que puede terminar resultando una delegación legislativa 
inconstitucional, sea en el Poder Ejecutivo o en el Directorio de este organismo. 


Creo que leyendo el artículo 4* de la Ley N* 3.958, y específicamente de la ley de 20 de julio 
de 1914, queda claro que habría que delimitar concretamente -sin enunciar bienes designados en 
forma individual- la categoría de bienes a que se está aludiendo y que para el mejor funcionamiento de 
los servicios de salud del Estado debieran ser susceptibles de ser expropiados, y ya contar en esta ley 
con la previa declaración legislativa de utilidad pública de la expropiación. 


Con esto termino de enumerar mis observaciones de carácter jurídico sobre este proyecto de 
ley y adelanto que estoy a disposición de los señores Senadores para responder a las preguntas que 
consideren del caso formular, si es que tienen interés en hacerlo. 


SEÑOR ANTIA.- Quiero formular al doctor Aguirre más o menos la misma pregunta que le hice al 
doctor Delpiazzo. Al estar vinculado este proyecto de ley con áreas que tienen que ver con gastos del 
Estado y con el presupuesto, me pregunto si no debería haber en esta iniciativa una intervención del 
Ministerio de Economía y Finanzas, incluso con la firma del señor Ministro, ya que sólo aparece en el 
texto la firma de la titular del Ministerio de Salud Pública. 


SEÑOR AGUIRRE.- Es posible que así sea y, en ese sentido, consulto al señor Presidente si él como 
ex-Ministro de Economía y Finanzas no firmaba casi todo, ya que ese Ministerio tiene que ver con 
prácticamente todas las áreas del Estado. Se me ocurre que este proyecto, de por sí y tal como está 
estructurado, no aumenta el gasto público. No obstante, la experiencia enseña que cada vez que se 
crea un organismo surgen nuevos gastos; ¿no es así, señor Presidente? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tengo entendido que se crean cinco cargos. 


SEÑOR AGUIRRE.- Sí, señor Presidente, así es. Creo que tiene razón el señor Senador en el sentido 
de que este proyecto debió contar también con la iniciativa del Ministro de Economía y Finanzas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si nadie desea hacer más consultas, agradecemos la presencia del doctor 
Gonzalo Aguirre. 


(Se retira de Sala el doctor Gonzalo Aguirre) 


La Mesa considera que, dado que en esta instancia se han planteado algunos elementos 
adicionales, sería importante que también la versión taquigráfica de lo expresado sea enviada al 
Ministerio de Salud Pública. Por tanto, se solicita a Secretaría que se reparta -igual que la vez anterior- 
y se remita a dicha Cartera. 


SEÑOR VAILLANT.- Por nuestra parte, nos hemos puesto en contacto con el Ministerio de Salud 
Pública y podemos confirmar que se recibió la versión taquigráfica de lo actuado en la sesión anterior, 
ya que nosotros mismos la adelantamos; seguramente, haremos lo mismo en el día de hoy, haciendo 
llegar la versión taquigráfica correspondiente a la presente instancia. 


A su vez, como a raíz de conversaciones mantenidas sabemos que la señora Ministra está 
dispuesta a hacer inmediatamente las correcciones que sean necesarias, de manera que obren en 
poder de esta Comisión antes de la próxima reunión, solicitamos que el tratamiento de este proyecto 
de ley se incluya en el orden del día de la próxima sesión, que tendrá lugar el día martes. 
Naturalmente, la iniciativa será considerada sobre la base del articulado existente, pero los señores 
Senadores podrán sugerir las modificaciones que entiendan pertinentes. 


SEÑOR CID.- Me permito recordar al señor Senador que esta Comisión no podrá sesionar el martes 
próximo, porque el Senado va a considerar el proyecto de ley de reforma tributaria. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así es, señor Senador; incluso, también el día miércoles habrá de 
considerarse dicho proyecto de ley en el Plenario. Siendo así, en todo caso, la Comisión podría 
reunirse en forma extraordinaria el otro martes. 


SEÑOR VAILLANT.- Podría ser, pues realmente tenemos interés en poder dejar este tema resuelto 
cuanto antes, de manera de no vernos obligados, por ejemplo, a estar considerándolo los días 28 ó 29 
de diciembre. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En la medida en que llegue el proyecto del Poder Ejecutivo podremos 
estudiarlo pero, de otra manera, no tendría sentido. 


SEÑOR DA ROSA.- Creo que, en cierta medida, sería mejor esperar al martes siguiente -como se 
acaba de proponer- porque así estaríamos dando más tiempo al Ministerio. Debemos tener en cuenta 
que las consideraciones realizadas tanto por el doctor Delpiazzo como por el doctor Aguirre, tienen que 
ver, fundamentalmente, con aspectos jurídicos, por lo que, reitero, sería conveniente dar más tiempo a 
los técnicos del Ministerio de Salud Pública. La idea es poder recibir un informe técnico del referido 
Ministerio que introduzca, eventualmente, ajustes o correcciones al proyecto de ley. Una vez que 
dispongamos de todos los elementos de juicio relacionados con la materia -es decir, tanto las opiniones 
que hemos recibido, como la información del propio Ministerio- estaremos en condiciones de entrar de 
lleno en la consideración y eventual aprobación de la iniciativa. Creo que este sería el procedimiento 
más razonable. 


SEÑOR VAILLANT.- Por nuestra parte, estamos anunciando que el proyecto de ley sobre el que 
trabajaremos será el que fue enviado, en su momento, por el Gobierno. No estamos anunciando que 
vaya a ingresar una nueva iniciativa con modificaciones, sino que la Bancada del Frente Amplio - 
naturalmente, en acuerdo con el Gobierno- va a introducir correcciones al proyecto de ley, una vez que 
comience su discusión. 


En definitiva, proponemos que se inicie la consideración del proyecto de ley, pues es el 
mecanismo que nos habilitará a proponer las modificaciones pertinentes, que recogerán, sin ninguna 
duda, no sólo los planteos realizados por nuestros invitados, sino también los que fueron hechos en su 
momento por los propios señores Senadores integrantes de la Comisión; pero el instrumento para 


poder concretar o llevar a cabo las modificaciones al proyecto de ley es, evidentemente, su puesta en 
discusión. Distinto sería si lo que estuviéramos esperando fuera un nuevo proyecto del Poder 
Ejecutivo, lo que no va a suceder; por lo menos, no es lo que está previsto. Entonces, habilitar la 
reunión para tratar el proyecto nos va a permitir, como Bancada oficialista, incluir las modificaciones en 
el debate. Entiendo que no se pueda hacer el martes ni el miércoles, pero proponemos que se 
comience a tratar el tema el día jueves o viernes, en una sesión extraordinaria. 


SEÑOR CID.- No entiendo cuál es la dinámica que se propone. Digo con el máximo respeto que el 
señor Senador Vaillant habló de la Bancada de Senadores y quiero decir que no fui consultado sobre 
esta propuesta, por lo que no me considero incluido. Sobre el proyecto de ley en discusión, vamos a 
elevar las observaciones de dos personalidades del ámbito jurídico para que el Ministerio de Salud 
Pública realice las correcciones necesarias, por lo que forzar una reunión en la cual empecemos a 
analizar el proyecto sin tener dichas correcciones ... 


SEÑOR VAILLANT.- Las vamos a tener, señor Senador. 


SEÑOR CID.- No tengo ninguna constancia de que sea así; no lo sé. Acá no se dijo explícitamente que 
las vayamos a tener. Por lo tanto, a título personal, propongo que fijemos una reunión ordinaria o 
extraordinaria, una vez que tengamos las correcciones del Ministerio de Salud Pública. No entiendo 
que se puedan traer propuestas a título personal, en función de una modificación “in voce”; ese no fue 
el motivo de esta reunión. Seguramente, el señor Senador Vaillant, que no estaba cuando hicimos la 
propuesta, no sabe que el objeto de la misma es que el Ministerio de Salud Pública mantenga el 
proyecto tal como está -y, entonces, correremos los riesgos políticos de una aprobación no unánime- o 
que le haga las correcciones que surjan de las expresiones de las personalidades consultadas. 


SEÑOR ANTIA.- Voy a hacer una pregunta al señor Presidente de la Comisión respecto a lo resuelto 
en la sesión pasada. En aquel momento, decidimos devolver el proyecto -no sé si técnicamente es el 
término correcto- al Poder Ejecutivo para que corrigiera aquellos aspectos que considerara 
convenientes. 


SEÑOR PERCOVICH.- No fue así. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se resolvió enviar el acta conjuntamente con el proyecto de ley presentado 
por el Representante Nacional, doctor Daniel Bianchi, porque el doctor Delpiazzo hacía referencia, en 
varios aspectos, a ese proyecto de ley. Considero que estamos esperando la opinión del Ministerio de 
Salud Pública -y en esto coincido con el señor Senador Cid- para empezar a tratar nuevamente algo 
más orgánico porque, de lo contrario, desde mi punto de vista, para reordenar entre nosotros el 
proyecto, sería necesario formar una Subcomisión que se encargase de ello, porque hacerlo en la 
Comisión sería muy difícil. 


SEÑOR ANTIA.- Entonces, si lo que se resolvió fue que se enviaran las observaciones planteadas por 
el doctor Delpiazzo para que el propio Ministerio de Salud Pública introdujera las modificaciones, se 
supone que va a venir otro o va a venir el proyecto corregido; no lo sabemos. 


Por lo tanto, entiendo que es prudente lo que se está planteando. Si fuera necesario, habrá 
que hacer una reunión extraordinaria el Día de los Inocentes o al otro día, pero me parece que para 
poder trabajar, lo correcto sería que tengamos un proyecto sobre bases concretas y esto no es poner 
“un palo en la rueda” a las cosas. Sé que la voluntad es la de aprobar este proyecto de ley a la 
brevedad, pero como el otro día las observaciones fueron de tal tenor, el proyecto tendrá 
modificaciones de fondo, que necesita. 


SEÑORA PERCOVICH.- Quiero aclarar -j¡ustamente, para que no se ponga “un palo en la rueda” y 
porque me parece que hay algunos Senadores que no conocen esta información- que a quienes 
integramos la Bancada de Gobierno nos parecieron muy oportunas las observaciones formuladas por 
el doctor Delpiazzo, como entendemos que también lo son algunas de las señaladas hoy por el doctor 
Aguirre. En ese sentido, propusimos remitir las actas al Ministerio de Salud Pública. Naturalmente, 
luego nos pusimos en contacto con sus autoridades que nos hicieron saber que, si bien harían sus 
consideraciones, el tema quedaba en manos de esta Comisión. En consecuencia, atento a las 
preocupaciones planteadas por el señor Presidente y el señor Senador Antía, advierto que antes del 
próximo martes haremos llegar a los demás integrantes de la Comisión un texto articulado conteniendo 
las modificaciones porque, tal como se dijo, no es una tarea que podamos hacerla aquí. Reitero que el 


Ministerio de Salud Pública no enviará una nueva propuesta porque dejó el tema en manos de los 
Legisladores. Por consiguiente, llevaremos adelante esa tarea teniendo en cuenta los aportes que se 
han hecho y, lógicamente, consultando al Ministerio de Salud Pública. 


En definitiva, proponemos que una vez que hagamos circular la nueva redacción se reúna la 
Comisión de Salud Pública. Repito que nuestra intención no es poner “palos en la rueda” sino aprobar 
esta iniciativa cuanto antes, en lo posible con el apoyo de todos los sectores, pues entendemos que los 
aportes realizados son muy importantes. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR VAILLANT.- Es cierto que no estuve presente durante todo el desarrollo de la sesión del 
pasado martes pero, de todos modos, me preocupé por consultar a quienes sí concurrieron qué era lo 
que se había resuelto. Asimismo, luego de haber leído la versión taquigráfica me puse en contacto con 
la señora Ministra de Salud Pública, con quien me comprometí a enviarle el acta de esa sesión. 
Posteriormente, el equipo del Ministerio se puso a trabajar y la respuesta que dio fue exactamente la 
que acaba de manifestar la señora Senadora Percovich. Los Senadores del oficialismo vamos a recibir 
del Ministerio las ideas de modificación, para luego transmitirlas a esta Comisión. Esto quiere decir que 
no vendrá un nuevo proyecto de ley del Ministerio de Salud Pública, sino que nosotros propondremos, 
en nombre del Poder Ejecutivo, las modificaciones que surjan a partir de tomar en cuenta las 
consideraciones vertidas en Sala. Por lo tanto, no es necesario aguardar el ingreso de una nueva 
iniciativa -que, repito, no llegará- sino que debemos abrir la instancia que permita que los Legisladores 
del oficialismo podamos poner esos ajustes sobre la Mesa. 


Como nos comprometemos a hacerlo, planteamos la fijación de una nueva sesión para 
comenzar a introducir en el proyecto de ley original -Único mecanismo formal posible- las 
modificaciones pertinentes que, obviamente, luego serán aprobadas, o no. De otra forma, pasarán los 
días y tendremos que reunirnos la semana que viene. Nuestro apresuramiento es, simplemente, por las 
circunstancias que se dan para todos los Senadores -no sólo para los del Gobierno- debido a la fecha 
en la que estamos. Nuestro propósito es aprobar este proyecto en la Cámara de Senadores lo antes 
posible; es resolución, como todos sabemos, de nuestra Bancada y, más bien, del propio Poder 
Ejecutivo, proponer una fecha razonable para que no tengamos que discutir este tema entre 
Nochebuena y Fin de Año aunque, de todos modos, no tenemos inconveniente en hacerlo. 


SEÑOR DA ROSA.- En realidad, este proyecto por sus características, creo que debería haber sido 
derivado a la Comisión de Constitución y Legislación porque, si bien es cierto que está referido a 
organismos de la salud, evidentemente, el centro de la problemática de esta cuestión es esencial y 
eminentemente jurídica. Reitero que creo que hubiera sido mucho más adecuado que este tema 
hubiese sido derivado a la Comisión de Constitución y Legislación, ya que es el ámbito especializado. 


En ciertas oportunidades, hemos tenido alguna experiencia -no respecto de esta Comisión 
pero sí de otras- en el sentido de que, con el afán de sacar adelante determinados proyectos, vamos a 
Sala y, luego, muchas veces, los abogados que integran la Comisión de Constitución y Legislación 
hacen observaciones y correcciones de gran entidad a las iniciativas, dejando en falsa escuadra a las 
Comisiones que elevan los proyectos a consideración del Cuerpo. Por ello tenemos que tener cuidado. 


Este tema ya es materia dispuesta y ninguno de los Senadores aquí presentes va a formular 
moción o plantear que pase a la Comisión de Constitución y Legislación porque implicaría retractar 
totalmente el proyecto y derivarlo para el año que viene. De todos modos, pensamos que lo correcto 
sería, no que el Poder Ejecutivo enviara una nueva iniciativa, sino que mandara por escrito a la 
Comisión algunas consideraciones respecto de las actas que se le han enviado, a los efectos de 
marcar su coincidencia o discrepancia con lo que han expresado en este ámbito algunos juristas que 
brindaron su opinión sobre el contenido del proyecto. 


En consecuencia, con el material que tenemos sobre lo expuesto en la Comisión por quienes 
han sido invitados y con lo que remita el Poder Ejecutivo y el Ministerio de Salud Pública -reitero que 
no como un proyecto nuevo sino, simplemente, haciendo consideraciones oficiales en nombre del 
Ministerio sobre estas observaciones que se plantearon- parecería lógico que nos pongamos a trabajar 
directamente sobre el articulado para avanzar en el tema. Por eso expresé que creo más lógico que 
dispongamos de más tiempo, incluso, para que del propio Ministerio de Salud Pública pueda analizar 
esas observaciones. Creo que en lugar de empezar a considerar este tema la semana que viene, sería 
conveniente que lo hiciéramos en la sesión ordinaria del otro martes, aun cuando nos llevara más 


tiempo avanzar con el articulado, pero dispondríamos de más datos y posiciones jurídicas que nos 
permitirían llegar a una mejor redacción ante las eventuales modificaciones que pudiéramos hacer, 
aunque hay aspectos del proyecto que no las merecen. 


SEÑOR CID.- No conozco cuál es la posición del Ministerio de Salud Pública porque nadie se 
comunicó conmigo ni me informó, previo a la reunión de esta Comisión, cuál era la voluntad del Poder 
Ejecutivo. Vaya esto como salvedad de mi postura, que es absolutamente individual y que no la hago 
en nombre de nadie; es propia. Creo que este es un proyecto muy trascendente y que en esta 
Comisión surge una voluntad: apuntar a la descentralización. Incluso, varios de los que han objetado 
puntos del proyecto, han expresado su coincidencia con sus propuestas. Por lo tanto, creo que aquí no 
hay temas de “palos en las ruedas” ni nada que se le parezca; lo que sucede es que hay 
observaciones de muchísimo peso. Entonces, como todos juzgamos que este proyecto es importante, 
tratemos de darle la mayor fluidez y coincidencia para que en un trámite rápido, tanto en la Cámara de 
Senadores como en la de Representantes, pueda aprobarse este año; pero, para ello, tiene que ser un 
proyecto que no merezca observaciones. 


No quiero hablar en nombre de los restantes integrantes de la Comisión, pero, sinceramente, 
en lo que me es personal, no me siento autorizado para interpretar a los doctores Delpiazzo y Aguirre; 
honestamente, reitero, no me siento autorizado. Pero hay un Departamento Jurídico en el Ministerio de 
Salud Pública que debe haber participado en esta redacción y, en ese sentido, si bien no estoy 
aspirando a que presenten un nuevo proyecto de ley, sí pido que corrijan lo que entiendan que es 
corregible, y para ello tiene que venir una propuesta del Ministerio de Salud Pública. Esto no queda, 
entonces, en manos de los integrantes de la Comisión -como dijo la señora Senadora Percovich- sino 
en manos del Poder Ejecutivo, del Departamento Jurídico de ese Ministerio. 


Me parece que ese es el trámite adecuado. Vamos a no dar pasos en falso que pongan en 
riesgo la aprobación del proyecto integramente. Aquí hay voluntad de que se apruebe; entonces, 
hagamos lo mejor posible para lograrlo en los días que nos quedan antes del Receso. No es 
responsabilidad de esta Comisión que estemos a 7 de diciembre sin haberlo tratado. Eso tiene que 
quedar muy claro: no es responsabilidad de ningún integrante de esta Comisión; los tiempos y las 
dinámicas no las marcó la Comisión y, por lo tanto, no se puede excluir un pronunciamiento del Poder 
Ejecutivo, a título expreso, sobre las observaciones que aquí fueron planteadas. 


SEÑOR ANTIA.- Brevemente, quiero decir que no me parece que sea el procedimiento correcto, para 
llevar adelante el estudio de una propuesta de este nivel -que es trascendente para el futuro de la 
Salud Pública del país- “andar a los tirones”. Recuerdo que también se cuestionó, en su debido 
momento -por el apuro de votar este proyecto- la presencia de los doctores Delpiazzo y Aguirre. Como 
no pudieron venir en determinada fecha, seguimos para adelante; pero menos mal que vinieron. Las 
opiniones de ambos juristas nos sirvieron para abrir los ojos sobre muchos aspectos. A pesar de que 
son gente que está vinculada a nuestro Partido, nunca los habíamos llamado; ahora, simplemente se 
les pidió una opinión técnica. 


Si hace 15 días hubiéramos tomado el camino del apresuramiento, hubiéramos metido al 
país en un lío. 


Según mi interpretación, el planteo del señor Senador Cid va en la línea de dar la mayor 
seriedad posible a este tema y de darnos el tiempo necesario para que salga bien. Si queremos ir hacia 
la descentralización, hagámoslo bien; de lo contrario, vamos a ir rengos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que las posiciones son bastante claras. Me parece que el doctor 
Gonzalo Aguirre reiteró hoy algunas expresiones que había emitido el doctor Delpiazzo, pero agregó 
tres elementos: la incompetencia que puede derivar de los actos que devienen nulos; el tema del 
Directorio y su Presidente, y de que al final no hay ninguna descentralización, así como la cuestión de 
que no se sabe para dónde va a disparar el recurso y cómo puede quedar el ciudadano con un recurso 
mal hecho, sin la posibilidad de tener el Tribunal de alzada; y lo que tiene que ver con la elección y las 
mayorías, asunto que ya había sido planteado pero sobre el que agregó algunos puntos. 


Esos son, concretamente, los tres aspectos que considero adicionales y relevantes. 


Voy a leer el párrafo central de la carta que redacté: “La Comisión ha entendido que las 
expresiones del doctor Delpiazzo son de tal contundencia que pueden ameritar cambios de relevancia 


en el articulado. En tal sentido, sería bueno contar con la colaboración del Ministerio de Salud Pública”. 
Creo que deberíamos contar con su colaboración, ya sea en forma oral o escrita. Realmente, no me 
siento capacitado para resolver sobre estos cambios. Lo ideal sería tener algo por escrito para que lo 
analizara algún especialista o asesor y me ayudara en esta materia; supongo que los demás 
Senadores también tendrán sus asesores. Como bien dijo el señor Senador Cid -y creo que también lo 
expresó algún otro señor Senador- no estamos en condiciones de resolver en esta materia porque, 
salvo el señor Senador Da Rosa, no somos abogados. Podemos tener nociones generales sobre estas 
cuestiones, pero cuando nos hablan del recurso tal o cual o de la competencia, la atribución o el 
cometido, como no tenemos el manejo jurídico necesario, a pesar de poner la mejor voluntad podemos 
cometer errores grandes. 


Rescato lo que manifestó el señor Senador Da Rosa, y señalo que no sé cómo manejar este 
tema porque seguramente los tiempos no nos van a dar. La instancia de que esto sea analizado por los 
integrantes de la Comisión de Constitución y Legislación no sé si no es buena; de todas maneras, eso 
quedará a criterio de esta Comisión. Con respecto a los tiempos, no sé si el apresuramiento no nos 
llevará a incurrir en un error grande, pero en ese caso se corregirá. 


SEÑOR ANTIA.- Cuando pregunté si esto tenía que venir firmado por el señor Ministro de Economía y 
Finanzas, los dos asesores coincidieron en que existe la necesidad de que así sea. Por lo tanto, habría 
que pedir que en este nuevo proyecto -o en su ajuste- participara el señor Ministro de Economía y 
Finanzas con su firma, porque si no, el tema va a quedar rengo. Seguramente esta semana se podría 
tramitar ese pedido; los señores Senadores representantes del Gobierno lo deberían procesar, y no 
nosotros. 


SEÑOR VAILLANT.- Como dispusimos de las versiones taquigráficas y sabíamos que este debate se 
iba a dar, hemos hecho las consultas y tenemos las respuestas -en forma verbal- las que serán 
consideradas en la reunión de nuestra Bancada el próximo lunes. Ese era el mecanismo que se iba a 
seguir. Ahora bien, con respecto a la posibilidad de una sesión extraordinaria, en la medida en que no 
vamos a tener una sesión el día martes y para no tener que esperar hasta el siguiente, lo que 
estábamos proponiendo era habilitar una reunión el jueves de la semana que viene, fecha en la cual 
estamos convencidos de que todo esto estará resuelto. Si esa reunión no se fija, sencillamente nos 
reuniremos el otro martes; pero como creo que la posición mayoritaria es no tener esa sesión 
extraordinaria, consideraremos el tema en la sesión ordinaria del otro martes. 


SEÑOR CID.- Debemos resolver enviar la versión taquigráfica de la sesión del día de hoy al Ministerio. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Eso ya está resuelto. 


SEÑOR CID.- Por otra parte, no me queda claro cuál va a ser la dinámica del tratamiento de este 
proyecto, más allá de que la Senadora Percovich suspire al oírme decir esto. Pero la señora Senadora 
plantea que el tema quedó en manos nuestras, mientras que el señor Senador Vaillant manifiesta que 
vendrá una propuesta escrita. Entonces, me gustaría saber cuál va a ser el procedimiento. 


SEÑOR VAILLANT.- No tengo ninguna diferencia con lo que plantea la señora Senadora. Lo que 
adelanté es que no iba a venir formalmente una propuesta o articulado alternativo por parte del Poder 
Ejecutivo, sino que el Ministerio iba a analizar las modificaciones que le pareciera correcto aceptar, nos 
iba a dar su opinión, y nosotros, como Bancada, íbamos a dar la redacción final al proyecto, la que 
presentaríamos a los Senadores de la oposición. Pero es un tema para discutir en nuestra Bancada. 


SEÑOR CID.- No voy a aceptar tutorías sobre cómo se manejan los temas. No voy a aceptar si este 
tema es de la Bancada o de la Comisión, porque se me involucra diciendo que es una posición de los 
Senadores de la mayoría. ¡Yo no fui consultado para nada, por nadie, así que no acepto tutorías sobre 
cómo y dónde se plantean las cosas! ¿De acuerdo? Quiero tener claro que el Ministerio de Salud 
Pública se va a pronunciar de manera formal sobre las observaciones que fueron hechas en la 
Comisión. Para mí eso es esencial. Si el Ministerio de Salud Pública no se pronuncia formalmente 
sobre esas observaciones, adelanto que voy a tener serias dudas en la postura con respecto a este 
proyecto. 


Nada más. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 14 y 44 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


